En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los 24 días del mes de noviembre de 2010, se reúnen en acuerdo los jueces de la Sala VIII de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo para dictar sentencia en la causa del epígrafe, y, de acuerdo con el resultado del sorteo realizado, proceden a votar en el siguiente orden: 

EL DOCTOR LUIS A. CATARDO DIJO: 

I.- La sentencia de primera instancia, que hizo lugar en lo sustancial a la demanda, viene apelada por la sindicatura de la quiebra de la demandada, por el Grupo BAPRO S.A. y por Provincia Servicios de Salud S.A. La representación letrada de esta última, la de la parte actora y el perito contador, cuestionan la regulación de sus honorarios. 

II.- El recurso de la sindicatura de la quiebra de la demandada, no alcanza su objetivo. Objeta la apelante que no se haya admitido la procedencia del despido directo, fundado en la figura de abandono de trabajo. 

El artículo 244  L.C.T. define la figura del abandono como un incumplimiento del trabajador del débito laboral y la subsistencia de su conducta omisiva, después que se lo intime a reintegrarse a sus tareas. Este tipo legal específico de injuria puede no configurarse cuando el trabajador invoca una circunstancia eximente de su obligación de prestar servicios antes de que se cumpla el plazo por el cual fue emplazado. A los fines de interrumpir el nexo material y jurídico entre la omisión de ejecución de la prestación laboral, el requerimiento de la empleadora, y la denuncia por esa causa, resulta eficaz la respuesta del actor rechazando la figura del abandono con invocación de las comunicaciones anteriores enviadas por él, donde intimaba a que se aclare su situación laboral frente a un ejercicio abusivo del ius variandi.La apelante no negó expresamente en el responde haber recibido previamente al despido las misivas transcriptas en la demanda, por lo que su decisión de despedirlo fue apresurada e injustificada, dado el interés que ha revelado el actor de continuar observando el contrato de trabajo luego de más de 20 años de relación. Por ello, la sentencia de grado se ajusta a derecho en cuanto declara la improcedencia del despido y hace lugar a las cargas indemnizatorias relacionadas con él. 

III.- Más allá de los fundamentos de la señora Jueza a quo sobre la condena solidaria contra Provincia Servicios de Salud S.A., lo cierto es que, del análisis de las pruebas colectadas en el sublite, surge que tanto Asociación Filantrópica Hospital Francés como la apelante conformaron una "...organización común de ambas estructuras de negocios, a fin de confirmar la voluntad de actuar conjuntamente..." (conforme al relato de la demandada Asociación Filantrópica Hospital Francés, según fs. 89/vta.). De la lectura de los contratos de fs. 49/84, que son los que analiza el perito contador, se concluye que estas empresas pactaron la ejecución de un plan integrador de los servicios para configurar una única explotación de un sistema de medicina prepaga. Es decir, que la vinculación contractual entre ellas se circunscribió a una idéntica actividad, esto es, la prestación de servicios de salud y asistencia médica a sus afiliados. La mera impugnación de esta circunstancia fáctica en el escrito en examen sin el aporte de elementos probatorios, no es relevante para obtener la decisión que pretende. Las consideraciones acerca de la frustración del convenio inicial de integración de los establecimientos, cuestión cuya valoración es ajena al ámbito de incumbencia del perito contador, carecen de asidero fáctico.De lo expuesto, considero viable la responsabilidad de la apelante en los términos del artículo 96  C.P.C.C.N. 

Cabe aclarar al respecto, que la sola cita en el memorial de agravios de fallos dictados por este Tribunal en relación a la exclusión de condena del tercero por no haberle sido imputada la titularidad de la relación jurídica con el actor, no es suficiente para rebatir los fundamentos de la sentencia. La quejosa no sólo, en oportunidad de contestar la citación, adoptó la calidad de parte y argumentó en base al artículo 30  L.C.T., sino que tampoco alegó fundadamente en su apelación haber sido privada del ejercicio de algún derecho o que se le haya cercenado su derecho de defensa, por lo que la condena resulta aplicable, aunque no haya sido demandada en este caso. 

Sin embargo, dado el carácter de la condena, ello la exime de entregar los certificados previstos por el artículo 80  de la LCT, cuya obligación recae exclusivamente sobre el empleador y no sobre el obligado solidario; por lo que la sentencia debe ser modificada en este aspecto.- 

IV.- No obstante, la condena no se hará extensiva respecto de la codemandada Grupo Bapro SA., quien fue traída a juicio en carácter de accionista mayoritaria de la anterior, y de titular de un conjunto económico de carácter permanente, ya que la Asociación Francesa Filantrópica y de Beneficencia, única demandada, no integraba dicho grupo económico. Sobre esta base, no se ha invocado una fuente de responsabilidad de donde resulte plausible la extensión de los efectos de la condena contra la apelante, por lo que aquélla se deberá hacer cargo de haber citado erróneamente a la apelante. 

V.- Por lo expuesto, propongo en este voto: 1) se confirme la sentencia apelada en cuanto pronuncia condena; 2) se exima a la codemandada Provincia Servicios de Salud SA de entregar los certificados previstos por el artículo 80 de la LCT.3) se la revoque respecto de Grupo BAPRO S.A., a quien se absuelve de la demanda; 4) se dejen sin efecto los pronunciamientos en materia de costas y honorarios (artículo 279  C.P.C.C.N.); 5) se impongan las costas del proceso -respecto de Asociación Francesa Filantrópica y de Beneficencia y Provincia Servicios de Salud SA- a éstas, y en su relación, se regulen los honorarios de las representaciones letradas de la parte actora, de Asociación Francesa Filantrópica y de Beneficencia, de Provincia Servicios de Salud SA -por la total actuación- y los del perito contador, en el .%, .%, .% y .% respectivamente, del monto total de condena más intereses (artículos 6º, 7º , 14  y 19  de la Ley 21839, y 3º del Decreto 16638/57); 4) se impongan las costas del proceso respecto del Grupo BAPRO S.A. a la demandada Asociación Francesa Filantrópica y de Beneficencia y, en su relación, se regulen los honorarios de la representación letrada de la sociedad citada, en el 17% de la suma expresada a fs. 962 más intereses (artículo 14 de la Ley 21.839). 

EL DOCTOR JUAN CARLOS E. MORANDO DIJO: 

Con relación a la extensión de la condena a Provincia Servicios de Salud S.A., que fuera citada como tercero por la demandada, estimo que corresponde exonerla ya que, el actor no la demandó. La citación en el marco del artículo 96 C.P.C.C.N. sólo tiene los alcances de evitar la oposición de la excepción de negligente defensa en el caso de una eventual acción de regreso ya que, el citado no puede ser incluido en la condena, pues, ninguna acción se intentó contra él, y la accionada no puede forzar al demandante a dirigir su pretensión contra el tercero.De modo tal que la regla del artículo 96 en el sentido de que la sentencia afecta a los terceros como a los litigantes principales, no significa que pueda recaer sentencia condenatoria; sólo constituye un antecedente favorable a la fundabilidad de la pretensión de regreso que se interponga contra el citado, pero no puede ejercitarse contra éste (Falcón, Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, Tomo I, pág. 525). 

Con la salvedad apuntada, adhiero, en lo demás que decide al voto del Dr. Luis Alberto Catardo. 

LA DOCTORA GABRIEL A. VAZQUEZ DIJO: 

Que, por compartir sus fundamentos, adhiere al voto del Dr. Luis A. Catardo. 

Por ello, el TRIBUNAL RESUELVE: 

1) Confirmar la sentencia apelada en cuanto pronuncia condena; eximir a la codemandada Provincia Servicios de Salud SA de entregar los certificados previstos por el artículo 80 de la LCT; dejar sin efecto la sentencia en cuanto condena a Grupo BAPRO S.A., a quien se absuelve de la demanda; y dejar sin efecto los pronunciamientos en materia de costas y honorarios; 

2) Imponer las costas del proceso -respecto de Asociación Francesa Filantrópica y de Beneficencia y de Provincia Servicios de Salud SA- a éstas, y en su relación, regular los honorarios de las representaciones letradas de la parte actora, de Asociación Francesa Filantrópica de Beneficencia, de Provincia Servicios de Salud SA -por la total actuación- y los del perito contador, en el .%, .% , .% y .% respectivamente, del monto total de condena más intereses; 

3) Imponer las costas del proceso respecto del Grupo BAPRO S.A. a la demandada Asociación Francesa Filantrópica y de Beneficencia y, en su relación, regular los honorarios de la representación letrada de la sociedad citada, en el 17% de la suma expresada a fs. 962 más intereses. 

Regístrese, notifíquese y, oportunamente, devuélvanse. 

LUIS A. CATARDO - JUEZ DE CAMARA - 

JUAN CARLOS E. MORANDO - JUEZ DE CAMARA - 

GABRIELA A. VAZQUEZ - JUEZ DE CAMARA - 

Ante mí: ALICIA E. MESERI – SECRETARIA

